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de Evaluaciones Médicas se rige por las normas
generales de contratación de las administracio-
nes públicas.

32.2 El órgano de contratación del Instituto
Catalán de Evaluaciones Médicas es el director
o directora del Instituto.

Artículo 33
Régimen de recursos y reclamaciones adminis-
trativas

33.1 Los actos y las resoluciones de los ór-
ganos del Instituto Catalán de Evaluaciones
Médicas son susceptibles de los recursos admi-
nistrativos previstos en la Ley de régimen jurí-
dico de las administraciones públicas y del pro-
cedimiento administrativo común.

33.2 Los actos administrativos y las resolu-
ciones dictados por el director o directora del
Instituto Catalán de Evaluaciones Médicas que
no agoten la vía administrativa pueden ser ob-
jeto de recurso de alzada ante el consejero o
consejera de Sanidad y Seguridad Social.

33.3 Los actos administrativos y las resolu-
ciones dictadas por el director o directora del
Instituto Catalán de Evaluaciones Médicas que
agota la vía administrativa son impugnables en
vía contenciosa administrativa, sin perjuicio de
la interposición de recurso potestativo de repo-
sición previo ante el mismo director o directo-
ra.

Ponen fin a la vía administrativa los actos
dictados por el director o la directora del Insti-
tuto en materia de contratación administrativa.

33.4 Los actos administrativos y las resolu-
ciones dictados por los órganos del Instituto
Catalán de Evaluaciones Médicas de rango in-
ferior al director o directora pueden ser obje-
to de recurso de alzada ante éste o ésta, en los
términos establecidos por la legislación sobre
procedimiento administrativo común.

33.5 Contra los actos de los órganos del
Instituto Catalán de Evaluaciones Médicas no
sujetos al derecho administrativo pueden ejer-
cerse las acciones que procedan ante la jurisdic-
ción civil o social, previa formulación de la re-
clamación pertinente en vía administrativa.

33.6 Las reclamaciones previas a la vía ci-
vil que se interpongan contra los órganos del
Instituto Catalán de Evaluaciones Médicas las
resuelve el consejero o consejera de Sanidad y
Seguridad Social y las reclamaciones previas a
la vía laboral el director o directora del Instituto.

(03.289.113)
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DEPARTAMENTO
DE POLÍTICA TERRITORIAL
Y OBRAS PÚBLICAS

DECRETO
258/2003, de 21 de octubre, de aprobación del Re-
glamento de desarrollo de la Ley 5/1998, de 17
de abril, de puertos de Cataluña.

En el marco del artículo 9.15 del Estatuto de
autonomía de Cataluña, que confiere a la Ge-
neralidad la competencia exclusiva en materia
de puertos con la única limitación prevista en el
artículo 149.1.20 de la Constitución española, el
Parlamento catalán aprobó la Ley 5/1998, de 17
de abril, de puertos de Cataluña, que estable-
ce la organización del sistema portuario catalán,
regulando también con carácter general la pla-
nificación, construcción, modificación, gestión,
utilización y policía de los puertos, dársenas,
instalaciones marítimas y marinas interiores.

Las disposiciones finales de la Ley 5/1998, de
17 de abril, de puertos de Cataluña, facultan al
Gobierno de la Generalidad para dictar las
normas necesarias para el desarrollo y la apli-
cación de la Ley, considerando tanto las pecu-
liaridades de las diferentes instalaciones portua-
rias como la complejidad del régimen jurídico
aplicable al dominio público portuario. En esta
línea, y en el marco de la disposición final segun-
da, el Gobierno de la Generalidad aprobó me-
diante el Decreto 206/2001, de 24 de julio, el
Reglamento de Policía Portuaria, regulando de
una manera unitaria el régimen aplicable a los
puertos, dársenas e instalaciones marítimas de
competencia de la Generalidad.

El Decreto que ahora se aprueba viene a com-
plementar el marco legal existente, desarrollan-
do los aspectos de la Ley de puertos de Cataluña
relacionados con la planificación, construcción,
modificación, gestión y utilización de los puertos,
dársenas, instalaciones marítimas y marinas
interiores, así como las diferentes vicisitudes en
la vida de una instalación portuaria en su sen-
tido más amplio, con independencia de la acti-
vidad deportiva, comercial o pesquera de la
instalación.

El texto normativo se estructura en siete ca-
pítulos, cuatro disposiciones transitorias y una
disposición adicional. En el capítulo 1 se defi-
nen el objeto y ámbito de aplicación del Regla-
mento. El capítulo 2 desarrolla las previsiones
de la Ley de puertos de Cataluña relacionadas
con la construcción de nuevas instalaciones
portuarias y con la realización de obras de am-
pliación de las existentes, detallando los trámites
a seguir con carácter previo al otorgamiento de
una concesión administrativa. El Reglamento
reconoce la posibilidad de iniciar el procedi-
miento de concesión tanto a la iniciativa pública
como a la iniciativa privada. En este capítulo se
establecen también las peculiaridades que, de-
pendiendo de la diferente tipología de las ins-
talaciones, afectan la solicitud, tramitación y con-
diciones de otorgamiento de las concesiones,
según se trate de puertos artificiales o natura-
les, en cuyo caso destaca la exigencia de una
unidad de gestión, restringiéndose la posible
solicitud de la misma a las corporaciones loca-
les. La regulación de los puertos naturales, o
zonas de fondeo organizado cuya principal ca-
racterística es la temporalidad, va acompañada
de la prohibición, con carácter general, de rea-
lizar anclajes y fondeos de temporada fuera de
las áreas delimitadas a este efecto, acabando con
los fondeos incontrolados que dañan el fondo
marino y perjudican al medio. Se establecen
también peculiaridades en la tramitación de las

dársenas y de las instalaciones marítimas. En
todos los casos destaca la preocupación por la
adopción de medidas medioambientales que ga-
ranticen el crecimiento sostenible. El capítulo
3 hace referencia a la gestión del dominio pú-
blico portuario, regulando diferentes aspectos
de la vida de una concesión ya existente (como,
por ejemplo, la transmisión, modificación o
prórroga). Se establece también el régimen
aplicable a los espacios destinados al uso público
tarifado, con la clara voluntad de fomentar el
tránsito interportuario y de garantizar la exis-
tencia de plazas de amarre para las embarcacio-
nes transeúntes. En el capítulo 4 se regula el
régimen de utilización del dominio público
portuario, haciendo especial referencia al pro-
cedimiento de otorgamiento de concesiones y
autorizaciones para ejecutar obras o realizar ac-
tividades en el interior de las zonas de servicio
portuarias. Se destaca la diferente consideración
jurídica del dominio público portuario respec-
to al dominio público marítimo terrestre, de
acuerdo con la normativa básica estatal vigen-
te sobre la materia. El capítulo 5 hace referen-
cia a los diversos aspectos de la extinción de una
concesión, diferenciando según si la causa es
imputable o no a la concesionaria y establecien-
do los principios que regulan el régimen de con-
tinuación de la explotación que se prevé en el
artículo 68 de la Ley de puertos de Cataluña. El
capítulo 6 desarrolla los artículos de la Ley de
puertos que se refieren a la planificación portua-
ria, otorgando especial relevancia a la consoli-
dación de los instrumentos urbanísticos que ga-
rantizan una perfecta integración del puerto en
el municipio en cuyo ámbito territorial se halla.
Finalmente, el capítulo 7 regula la existencia y
el contenido del Registro de usos del dominio
público portuario.

Por todo ello, a propuesta del consejero de
Política Territorial y Obras Públicas, de acuer-
do con el dictamen de la Comisión Jurídica
Asesora, y de acuerdo con el Gobierno,

DECRETO:

Artículo único
Se aprueba el Reglamento de desarrollo

de la Ley 5/1998, de 17 de abril, de puertos de
Cataluña, que consta como anexo al presente
Decreto.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera
Plan de delimitación de la zona de servicio por-
tuaria

1. Los puertos y dársenas que no tengan
aprobado un plan de delimitación de la zona de
servicio portuaria deben redactarlo de acuerdo
con el proyecto aprobado en otorgarle la corres-
pondiente concesión administrativa, con sus
modificados y complementarios, si es el caso, y
presentarlo en un plazo de seis meses, a contar
desde la entrada en vigor de este Reglamento,
ante la dirección general competente en materia
de puertos.

2. Si el plan de delimitación de la zona de ser-
vicio portuaria incluye obras o instalaciones no
incluidas en los proyectos a los que se otorgó la
concesión, se seguirá la siguiente tramitación:

a) El Plan se enviará al ayuntamiento en cuyo
término municipal se ubique el puerto o dársena
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para que informe sobre su adecuación al planea-
miento urbanístico vigente.

b) Cuando puedan resultar afectadas sus
competencias, debe solicitarse un informe de los
departamentos competentes en materia de ur-
banismo, de medio ambiente, de pesca y del
deporte, que deben emitirlo en el plazo de un
mes.

c) La dirección general competente en ma-
teria de puertos dará el trámite de audiencia, si
procede, a la concesionaria y seguidamente ele-
vará la propuesta de resolución a la persona ti-
tular del Departamento de Política Territorial
y Obras Públicas para su resolución.

3. Lo que establece esta disposición transi-
toria no es aplicable a los puertos, dársenas y ins-
talaciones marítimas que a la entrada en vigor
de este Reglamento tengan aprobado definiti-
vamente el plan especial de desarrollo del sis-
tema portuario previsto en el artículo 37 de la
Ley de puertos de Cataluña, o estén tramitan-
do su aprobación.

Segunda
Usos habitacionales en el dominio público

Los usos habitacionales existentes en zona de
servicio portuaria autorizados con anterioridad
a la entrada en vigor de la Ley 22/1988, de 28 de
julio, de costas, de acuerdo con el planeamiento
urbanístico entonces vigente, y que dispongan
de la correspondiente licencia municipal segui-
rán el régimen transitorio previsto en la legis-
lación de costas.

Tercera
Anclajes de temporada

La prohibición regulada en el artículo 24 debe
aplicarse progresivamente desde la entrada en
vigor de este Reglamento y hasta el 1 de enero
de 2005, de acuerdo con las órdenes y disposi-
ciones que al respeto dicte el Departamento de
Política Territorial y Obras Públicas.

Cuarta
Marinas interiores

Este Reglamento es de aplicación en las ma-
rinas interiores mientras no se apruebe la nor-
mativa de desarrollo a la que hace referencia la
disposición final tercera de la Ley 5/1998, de 17
de abril, de puertos de Cataluña.

DISPOSICIÓN ADICIONAL

Se faculta al Departamento de Política Terri-
torial y Obras Públicas para que, mediante la di-
rección general competente en materia de puer-
tos, adopte las medidas necesarias para crear y
mantener el Registro de usos del dominio pú-
blico portuario previsto en el artículo 57 del
Reglamento.

DISPOSICIÓN FINAL

El presente Reglamento entrará en vigor a los
veinte días de su publicación en el Diari Oficial
de la Generalitat de Catalunya.

Barcelona, 21 de octubre de 2003

JORDI PUJOL

Presidente de la Generalidad de Cataluña

FELIP PUIG I GODES

Consejero de Política Territorial
y Obras Públicas

ANEXO

Reglamento de desarrollo de la Ley 5/1998, de
17 de abril, de puertos de Cataluña.

CAPÍTULO 1
Disposiciones generales

Artículo 1
Objeto

El presente Reglamento tiene por objeto la
regulación relativa a la planificación, construc-
ción, modificación, gestión, explotación y extin-
ción de los puertos, dársenas e instalaciones
marítimas que son competencia de la Genera-
lidad, en desarrollo y de acuerdo con lo que
dispone la Ley de puertos de Cataluña.

Artículo 2
Definiciones

2.1 Se entiende por puerto marítimo el con-
junto de aguas marítimas, de espacios y accesos
terrestres y de instalaciones que tienen las con-
diciones físicas, naturales o artificiales, y de or-
ganización, necesarias para realizar las operacio-
nes portuarias que le son propias, en función del
uso al que se destine, y que configura la zona de
servicio portuaria. Asimismo, forman parte de los
puertos marítimos y de su zona de servicio el
conjunto de aguas exteriores adyacentes necesa-
rias para realizar en condiciones de seguridad las
operaciones de aproximación al puerto y de fon-
deo de la flota mercante, pesquera o deportiva.

2.2 Se entiende por dársena el conjunto de
superficies de tierra y agua incluidas en la zona
de servicio de un puerto marítimo y destinado
a usos específicos, en función de la flota mercan-
te, pesquera o deportiva, y a las actividades
complementarias de estas. Las distintas dárse-
nas incluidas en la zona de servicio portuaria
pueden presentar sistemas de gestión diferen-
ciados.

2.3 Se entiende por instalación marítima el
conjunto de obras e instalaciones, fijas o des-
montables, que, sin cumplir los requisitos nece-
sarios para ser consideradas puerto marítimo,
ocupa espacios de dominio público no incluidos
en una zona de servicio portuaria, destinándose
exclusiva o principalmente al refugio de embar-
caciones de pequeña eslora; al tránsito de mer-
cancías, de pasajeros o pasajeras o de pesca; al
varado y fondeo de embarcaciones y de otros
elementos náuticos. Las áreas de varado, las pla-
taformas estacionales, las marinas secas, las
palancas y pasarelas y las zonas de fondeo tie-
nen la consideración de instalación marítima, así
como los embarcaderos existentes en el litoral
catalán.

2.4 Se entiende por puerto natural el con-
junto de aguas total o parcialmente abrigadas
por la disposición natural de los terrenos que no
precisan ni disponen de obras de infraestructura
portuaria y que se destinan al anclaje temporal
o estacional de embarcaciones, ya sea mediante
fondeos o mediante la utilización de elementos
flotantes desmontables.

2.5 Se entiende por marina seca el conjunto
de instalaciones náuticas necesario para alma-
cenar en tierra embarcaciones de pequeña es-
lora, ofreciendo los servicios propios de una
dársena o instalación marítima, concretamen-
te en relación con la puesta en agua y recogida
por medios mecánicos de las embarcaciones y
con las operaciones de conservación y mante-
nimiento de las mismas.

2.6 Se entiende por operaciones portuarias
las operaciones de entrada, salida, atraque, des-

atraque, permanencia, mantenimiento y repa-
ración de barcos, y las de transferencia entre
estos y tierra, u otros medios de transporte, de
mercancías de cualquier tipo, de pesca, de avi-
tuallamiento y de pasajeros o pasajeras o de tri-
pulantes, y también el almacenaje temporal de
las mencionadas mercancías en el espacio por-
tuario, así como los servicios técnicos y comple-
mentarios necesarios para garantizar estas ope-
raciones.

Artículo 3
Ámbito objetivo

Este Reglamento es de aplicación a los puer-
tos, a las dársenas y al resto de instalaciones ma-
rítimas de competencia de la Generalidad, con
independencia de su tipología pesquera, depor-
tiva o comercial y de su tipo de gestión.

CAPÍTULO 2
Construcción de nuevos puertos, dársenas e ins-
talaciones marítimas, y ampliación de los exis-
tentes

SECCIÓN 1
Iniciativa pública

Artículo 4
Iniciativa pública

Los puertos, dársenas e instalaciones maríti-
mas pueden ser construidos y gestionados direc-
tamente por la administración portuaria, me-
diante el ente público Puertos de la Generalidad,
mediante la constitución de consorcios con en-
tidades públicas, mediante la colaboración con
entidades privadas, en cualquiera de las formas
admitidas por la ley.

Artículo 5
Convocatoria de concursos

5.1 De acuerdo con lo previsto en el artículo
39 de la Ley de puertos de Cataluña, la Gene-
ralidad de Cataluña, ateniéndose a la normativa
reguladora de la contratación de las administra-
ciones públicas, puede convocar concursos con
los objetos siguientes:

a) La selección de proyectos de construcción
de puertos, dársenas o instalaciones marítimas.

b) El otorgamiento de concesiones adminis-
trativas para la construcción o para la explota-
ción de puertos, dársenas o instalaciones marí-
timas.

c) El otorgamiento de concesiones adminis-
trativas para la construcción y explotación de
puertos, dársenas o instalaciones marítimas.

5.2 En el caso de que la administración
portuaria convoque un concurso en el mismo
ámbito territorial en el que exista una solicitud
de concesión en curso, es preciso que en el pliego
de condiciones del concurso figure de manera
expresa la obligación de satisfacer, por parte de
quien resulte adjudicatario, los gastos que la
redacción del proyecto haya producido en el
solicitante, excepto si este es el adjudicatario. A
estos efectos, sólo son reembolsables los gastos
que se acrediten mediante la presentación de las
correspondientes facturas, y en ningún caso se
pueden reconocer indemnizaciones por cual-
quier otro concepto.

SECCIÓN 2
Iniciativa privada

Artículo 6
Iniciativa privada

6.1 Cualquier persona jurídica, pública o
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privada, puede ser titular de una concesión ad-
ministrativa para la construcción, para la explo-
tación o para la construcción y explotación de
un puerto, en las condiciones fijadas en la Ley
de puertos de Cataluña y en este Reglamento,
y con sujeción a la normativa vigente en mate-
ria de dominio público portuario.

6.2 Cualquier persona física o jurídica, pú-
blica o privada, puede ser titular de una conce-
sión administrativa para la construcción, para
la explotación o para la construcción y explota-
ción de una dársena o de una instalación marí-
tima, en las condiciones fijadas en la Ley de puer-
tos de Cataluña y en este Reglamento, y con
sujeción a la normativa vigente en materia de
dominio público portuario.

SECCIÓN 3
Construcción de nuevos puertos y ampliación de
los existentes

Artículo 7
Solicitud

7.1 Junto con la solicitud, las personas ju-
rídicas, públicas o privadas, interesadas en ob-
tener una concesión para la construcción de un
puerto, o para la ampliación de uno de los exis-
tentes, deben aportar la documentación siguien-
te:

a) Documentación acreditativa de su perso-
nalidad jurídica, con identificación de los accio-
nistas o socios promotores, y de sus estatutos.

b) Informes de instituciones financieras,
cuentas anuales o declaración relativa a la cifra
global de negocios, a los efectos de acreditar la
solvencia económica y financiera del solicitante.

c) Anteproyecto o proyecto básico redactado
por personal técnico competente y visado por
el colegio profesional correspondiente. El visado
no es necesario cuando la peticionaria sea una
administración pública y el proyecto esté redac-
tado por sus servicios técnicos. El proyecto bá-
sico debe contener los siguientes documentos:

Memoria justificativa y descriptiva, con inclu-
sión de los criterios básicos del proyecto, pro-
grama de ejecución de las obras y demás datos
significativos.

Planos: de situación, a escala conveniente; de
emplazamiento, a escala no inferior a 1/5.000,
donde figuren la clasificación y calificación ur-
banística del suelo y del subsuelo del entorno;
topográfico del estado actual, a escala no infe-
rior a 1/1.000; de planta general, con detalle de
las obras e instalaciones proyectadas y con in-
dicación del deslinde y la delimitación de la
superficie a ocupar de dominio público marítimo
terrestre y de las zonas de servidumbre; de al-
zados y secciones características, con la geome-
tría de las obras e instalaciones.

Información fotográfica de la zona.
Presupuesto, desglosando las unidades de

obra y las partidas más significativas.
d) Proyecto de plan de delimitación de la

zona de servicio portuaria, de acuerdo con lo
previsto en el artículo 57 de este Reglamento.

e) Estudio económico-financiero en el que
se acredite la viabilidad de la inversión a reali-
zar, con una valoración de las superficies de tie-
rra y agua en función de los diferentes usos que
en ellas se prevén, y propuesta de tarifas, con
detalle de los criterios seguidos en la determi-
nación del régimen tarifario.

f) Propuesta de reglamento de explotación y
de policía interior de la instalación portuaria, así
como del correspondiente plan de emergencia.

g) Programa de gestión ambiental del puerto.
h) Estudio justificativo de la demanda, adap-

tado a las directrices que establece el Plan de
Puertos de Cataluña, en el que se justifique la
conveniencia del puerto proyectado para satis-
facer de manera equilibrada la demanda exis-
tente en la zona afectada. Este estudio debe in-
cluir un análisis comparativo de las diferentes
opciones existentes para satisfacer esta deman-
da, de conformidad con los criterios estableci-
do en el Plan de Puertos de Cataluña.

i) Estudio de impacto medioambiental, que
debe incluir un estudio del fondo marino, del
impacto sobre la dinámica litoral, de hidrogeo-
logía de la costa y de la calidad de las aguas in-
teriores y exteriores del puerto y cartografía de
los bancos de algas fanerógamas marinas limí-
trofes, así como las medidas propuestas para
compensar el impacto en los recursos pesque-
ros.

j) Estudio de dinámica litoral.
k) Estudio hidrológico.
l) Cuando para ejecutar un proyecto sea

necesario utilizar bienes no incluidos en el do-
minio público marítimo terrestre, es necesario
que la persona solicitante acredite documental-
mente la disponibilidad de los terrenos afecta-
dos. En caso contrario, el proyecto debe com-
prender la relación individualizada de los bienes
y los derechos necesarios a efectos de expropia-
ción, con los datos siguientes:

Plano parcelario, con señalización de las fin-
cas individualizadas y su estado material y ju-
rídico, indicando la línea de deslinde del dominio
público marítimo terrestre.

Identificación de quien ostenta la titularidad
de las fincas afectadas, o su representación le-
gal, y de todas aquellas personas que tengan
sobre las mencionadas fincas algún derecho
susceptible de indemnización, con indicación del
domicilio de todas ellas.

Valoración económica de los bienes y dere-
chos afectados.

m) Resguardo acreditativo de la constitución
de una fianza provisional en la Caja General de
Depósitos, a favor de la dirección general com-
petente en materia de puertos, por importe de
un 2% del presupuesto de las obras e instalacio-
nes incluidas en el proyecto básico.

7.2 En el caso de que falte parte de la do-
cumentación mencionada en los apartados an-
teriores, es de aplicación lo establecido en el ar-
tículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de régimen jurídico de las administraciones
públicas y del procedimiento administrativo co-
mún.

Artículo 8
Adecuación y viabilidad

8.1 La dirección general competente en
materia de puertos debe informar en un plazo
de tres meses sobre la adecuación de la propues-
ta al Plan de Puertos de Cataluña y comprobar
la adecuación al planeamiento vigente. Si este
trámite es favorable, debe realizarse la confron-
tación sobre el terreno, levantando acta y pla-
nos de situación de acuerdo con lo previsto en
el apartado siguiente, y debe continuarse el pro-
cedimiento. En caso contrario, debe archivar-
se la solicitud, sin más trámite que la audiencia
a la peticionaria.

8.2 A efectos de levantar acta de confron-
tación, la peticionaria, acompañada del perso-
nal técnico que considere conveniente, debe pre-
sentarse con los planos correspondientes en el
lugar donde se quiere ejecutar el proyecto. Tam-
bién acudirá a dicho lugar, por parte de la Ad-
ministración, la persona responsable de la tra-
mitación del proyecto acompañada del personal

técnico correspondiente. Durante el acto de
confrontación debe examinarse la viabilidad del
proyecto y su adecuación al medio, levantándose
acta en la que conste el nombre y cargo de las
personas asistentes, el lugar y fecha de la reunión
y todas las observaciones de las que las partes
quieran dejar constancia. Al acta se debe anexar
el plano correspondiente, en el cual, en su caso,
han de hacerse constar, por parte de la represen-
tación de la Administración, las modificaciones
y enmiendas necesarias para adecuar el proyecto
al medio en el que se tiene que ejecutar la obra.
Deben firmar esta acta todas las personas asis-
tentes.

Artículo 9
Aportación de documentación

La peticionaria debe aportar a la dirección
general competente en materia de puertos, en
un plazo no superior a veinte días hábiles a con-
tar desde el levantamiento del acta de confron-
tación, nueve ejemplares más de toda la docu-
mentación mencionada en el apartado 1 del
artículo 8.

Artículo 10
Información institucional

10.1 Durante un período de dos meses, el
proyecto, con la documentación anexa, debe
someterse a informe, preceptivo respecto a sus
competencias, de los siguientes organismos:

Entes locales en cuyo ámbito territorial se
prevé la construcción.

Departamento de la Generalidad competente
en materia de deporte.

Departamento de la Generalidad competente
en materia de urbanismo.

Departamento de la Generalidad competente
en materia de pesca.

Departamento de la Generalidad competente
en materia de turismo.

Departamento de la Generalidad competente
en materia de protección civil.

Departamento de la Generalidad competente
en materia de medio ambiente.

Administración competente en materia de
defensa y marina mercante.

10.2 Transcurrido el plazo de dos meses sin
recibir los informes correspondientes, se prosi-
gue la tramitación, excepto que se trate de un
informe determinante para la resolución del pro-
cedimiento, en cuyo caso es de aplicación lo que
dispone el artículo 83.3 de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de régimen jurídico de las admi-
nistraciones públicas y del procedimiento admi-
nistrativo común.

10.3 La dirección general competente en
materia de puertos puede solicitar libremente
informes a cualquier otra entidad u organismo
oficial, si considera que la ejecución del proyecto
puede afectar a sus competencias.

Artículo 11
Informe de adscripción

Cuando para ejecutar el proyecto sea nece-
sario ocupar terrenos de dominio público ma-
rítimo terrestre no adscritos a la comunidad
autónoma, debe solicitarse a la administración
estatal con competencias sobre el dominio pú-
blico marítimo terrestre el informe de adscrip-
ción de acuerdo con lo que dispone la norma-
tiva vigente aplicable.

Artículo 12
Aprobación técnica

A la vista del expediente, la dirección gene-
ral competente en materia de puertos debe
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analizar la documentación aportada, la viabili-
dad del proyecto y el resultado de la informa-
ción institucional, y, en su caso, debe aprobar
técnicamente el proyecto en el plazo de cuatro
meses.

Artículo 13
Información pública

13.1 Una vez que se haya notificado a la
peticionaria la aprobación técnica del proyec-
to, el expediente completo, con el estudio de im-
pacto y la relación de los bienes y derechos afec-
tados, debe someterse a información pública
durante un período de treinta días hábiles, me-
diante su publicación en el Diari Oficial de la
Generalitat de Catalunya, en un diario de habi-
tual circulación en el ámbito territorial de refe-
rencia y en el tablón de anuncios del ayunta-
miento en cuyo ámbito territorial se ubica el
proyecto. Este procedimiento de información
pública lo es también a efectos de la tramitación
del procedimiento de evaluación de impacto am-
biental.

13.2 Finalizado el plazo de información
pública debe darse traslado de las alegaciones
recibidas a la peticionaria con el fin de que, en
un plazo de 15 días hábiles alegue, si así lo de-
sea, lo que considere conveniente para la defen-
sa de sus intereses.

13.3 Transcurrido este plazo, la dirección
general competente en materia de puertos ha de
valorar las alegaciones y observaciones recibi-
das y pronunciarse, en un plazo de dos meses,
respecto a ellas. El acuerdo debe comunicarse
a las personas interesadas, ya sea de manera in-
dividualizada o conjunta por el total de alega-
ciones.

Artículo 14
Declaración de impacto medioambiental

El expediente completo debe remitirse al
departamento de la Generalidad competente en
materia de medio ambiente a fin de que emita
la declaración de impacto medioambiental, de
conformidad con la normativa vigente.

Artículo 15
Proyecto constructivo

Una vez que se haya notificado a la peticio-
naria el resultado de la declaración de impac-
to medioambiental, esta tiene un plazo máximo
de cinco meses para presentar el proyecto cons-
tructivo de las obras e instalaciones objeto de
la concesión, en el cual deben incluirse las me-
didas medioambientales aprobadas y las obser-
vaciones y prescripciones de cualquier tipo que,
de manera expresa y de resultas de la tramita-
ción, indique la administración portuaria.

Artículo 16
Oferta de condiciones

16.1 En el plazo de dos meses desde la pre-
sentación del proyecto constructivo, la dirección
general competente en materia de puertos debe
someter a la aceptación de la peticionaria las
condiciones y prescripciones a partir de las cua-
les puede otorgarse la concesión.

16.2 El pliego de condiciones y prescripcio-
nes debe ser aceptado o rechazado por la peticio-
naria en el plazo de un mes. En el caso de que se
presenten observaciones, la dirección general
competente en materia de puertos dispone de un
mes para valorarlas y someterlas nuevamente a
la peticionaria, para su aceptación o rechazo en
su totalidad en un plazo de 15 días hábiles.

16.3 La no aceptación de las condiciones,
o el desistimiento de la solicitud, comporta la

pérdida de la fianza depositada, excepto si obe-
dece a un incremento del coste del proyecto a
consecuencia de las modificaciones impuestas
por la Administración. Este extremo debe ser
justificado por la persona interesada y valorado
por la dirección general competente en materia
de puertos. En ningún caso se puede considerar
que existe esta sobrepuja si el incremento es
inferior al 10% del presupuesto del proyecto.

Artículo 17
Cambio de titularidad de la solicitud de conce-
sión

Con anterioridad al sometimiento de condi-
ciones y prescripciones, la dirección general
competente en materia de puertos puede auto-
rizar, de forma excepcional, el cambio de titu-
laridad de la solicitud de concesión, previa pe-
tición justificada, siempre que se cumplan los
siguientes requisitos:

Que el cambio de titularidad se fundamente
en razones de interés general o social debida-
mente acreditadas, o en la participación de una
administración pública afectada territorialmen-
te.

Que se produzca la subrogación expresa del
nuevo solicitante en todos los derechos, debe-
res y obligaciones dimanantes del procedimiento
en curso.

Que el nuevo solicitante ofrezca garantías de
solvencia para no poner en peligro la viabilidad
de la actuación, en los términos que prevé el
artículo 7.

Artículo 18
Resolución

18.1 Una vez que han sido aceptadas las
condiciones y prescripciones por parte de la
peticionaria, la dirección general competente en
materia de puertos debe elaborar una propuesta
de resolución relativa a la aprobación definiti-
va del proyecto constructivo y al otorgamiento
de la concesión administrativa. La resolución del
expediente corresponde al consejero de Política
Territorial y Obras Públicas o al Gobierno de la
Generalidad, de conformidad con el orden com-
petencial establecido en el artículo 6 de la Ley
de puertos de Cataluña.

18.2 La aprobación del proyecto implica la
declaración de utilidad pública y la necesidad de
ocupación temporal o la expropiación forzosa
de los bienes y derechos afectados, en su caso,
para el objeto del proyecto.

18.3 La resolución debe publicarse en el
Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya y
debe notificarse, en el plazo de diez días hábi-
les, a la peticionaria, a las personas interesadas
y al resto de administraciones públicas con com-
petencias por razón del territorio o de la materia.

18.4 Otorgada la concesión, la concesionaria
debe presentar el título constitutivo en el Re-
gistro de la Propiedad, a efectos de su inscrip-
ción en los términos que prevé la legislación
hipotecaria, en el plazo de dos meses a contar
desde la notificación de la resolución de apro-
bación definitiva del proyecto y otorgamiento
de la concesión.

Artículo 19
Fianza definitiva

19.1 En el plazo de un mes a contar desde
la notificación de la resolución de otorgamiento
de la concesión administrativa, la concesiona-
ria debe incrementar ante la Caja General de
Depósitos la fianza provisional hasta el veinte
por ciento del presupuesto de las obras e insta-
laciones correspondientes a la infraestructura

portuaria, de acuerdo con el presupuesto inclui-
do en el proyecto constructivo aprobado defi-
nitivamente por el organismo competente.

19.2 A propuesta de la concesionaria, y de
acuerdo con el pliego de condiciones generales
de la concesión, puede acordarse la devolución
escalonada de la fianza definitiva. La dirección
general competente en materia de puertos debe
aprobar la propuesta, garantizando que no que-
de desvirtuada la finalidad de la fianza. La de-
volución escalonada se acordará por la dirección
general competente en materia de puertos, pre-
via certificación de obra hecha, firmada con-
juntamente por el técnico director o técnica di-
rectora de la obra y por el personal técnico
designado por la dirección general competen-
te en materia de puertos, en el plazo máximo de
un mes desde su solicitud.

19.3 Una vez que ha sido aprobada el acta
de reconocimiento final de las obras, debe reem-
bolsarse, a petición de la concesionaria, la parte
que aún reste de la fianza definitiva deposita-
da, excepto el equivalente al 2% del valor del
proyecto constructivo, que pasa a ser garantía
definitiva de gestión de los servicios portuarios
concedidos.

19.4 Si durante la vigencia de la concesión
administrativa se imponen a la concesionaria pe-
nalidades o indemnizaciones, y tienen que ha-
cerse efectivas mediante la ejecución de parte
de la fianza depositada o de su totalidad, la con-
cesionaria debe reponer o ampliar, en el plazo
de un mes a contar desde la correspondiente
notificación, la fianza en la cuantía que la admi-
nistración portuaria acuerde. El incumplimiento
de esta obligación es causa de resolución de la
concesión.

SECCIÓN 4
Puertos naturales

Artículo 20
Régimen de gestión

Los puertos naturales deben organizarse en
unidades de gestión, mediante la figura de la
concesión administrativa.

Artículo 21
Solicitud

21.1 Los ayuntamientos en cuyo ámbito
territorial se encuentra el área destinada a puer-
to natural deben presentar ante la dirección
general competente en materia de puertos una
solicitud para gestionar el puerto, acompañada
de la siguiente documentación:

Proyecto de delimitación de la zona de ser-
vicio portuaria.

Proyecto redactado por personal técnico com-
petente detallando, en su caso, las instalaciones
marítimas necesarias de apoyo para el anclaje
de las embarcaciones.

Estudio justificativo de la demanda estacio-
nal, adaptado al Plan de Puertos de Cataluña,
que argumente la conveniencia de autorizar el
puerto natural.

Estudio de impacto medioambiental del puer-
to natural, que debe incluir el estudio del fon-
do marino y la cartografía de los bancos de al-
gas fanerógamas marinas limítrofes.

Propuesta de gestión del puerto natural que
incluya el proyecto de reglamento de explota-
ción y policía, así como el estudio económico y
financiero con detalle del régimen de tarifas
previsto.

21.2 En el caso de que falte parte de la do-
cumentación mencionada en el apartado ante-
rior, es de aplicación lo establecido en el artículo
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71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
régimen jurídico de las administraciones públi-
cas y del procedimiento administrativo común.

Artículo 22
Tramitación

22.1 Durante un plazo de un mes, la docu-
mentación correspondiente debe someterse a
informe de los siguientes organismos:

Departamento de la Generalidad competente
en materia de pesca.

Departamento de la Generalidad competente
en materia de medio ambiente.

Departamento de la Generalidad competente
en materia de urbanismo.

Administración competente en materia de
defensa y marina mercante.

22.2 Simultáneamente, y durante el mismo
período, debe someterse a información públi-
ca mediante la publicación en el Diari Oficial de
la Generalitat de Catalunya, en un diario de
habitual circulación en el ámbito territorial de
referencia y en el tablón de anuncios del ayun-
tamiento en cuyo ámbito territorial se sitúe el
puerto natural.

22.3 El proyecto correspondiente, con su
documentación anexa, debe remitirse a la ad-
ministración estatal competente en materia de
dominio público marítimo terrestre, a fin de que,
en el plazo de dos meses, informe sobre la ads-
cripción a la Generalidad del dominio público
afectado por el puerto natural, de conformidad
con la normativa vigente aplicable. Esta adscrip-
ción tiene efectos exclusivamente para la fina-
lidad a la que está vinculada.

22.4 Corresponde al consejero o consejera
de Política Territorial y Obras Públicas, a pro-
puesta de la dirección general competente en
materia de puertos, la aprobación definitiva de
los proyectos de los puertos naturales y el otor-
gamiento de concesión administrativa para su
explotación.

Artículo 23
Plazo y condiciones de otorgamiento

23.1 Los ayuntamientos pueden gestionar
los puertos naturales de manera directa o indi-
recta, por cualquiera de los medios reconocidos
por la legislación vigente. En cualquier caso, el
ayuntamiento es el responsable directo ante la
administración portuaria de la gestión, explo-
tación y policía del puerto natural.

23.2 Las concesiones correspondientes a
puertos naturales se otorgan por un período
máximo de diez años.

23.3 La explotación de los puertos natura-
les, por su propia índole, tiene carácter estacio-
nal y se destina a satisfacer una demanda pun-
tual habitual. La resolución de otorgamiento
debe concretar el período de funcionamiento del
puerto, que no puede ser superior al compren-
dido entre el 15 de marzo y el 30 de septiembre
de cada año. En todos los casos, la lámina de
agua debe quedar totalmente libre de cualquier
instalación u ocupación fuera de los períodos
expresamente autorizados.

23.4 En la resolución debe fijarse la obliga-
ción de constituir un depósito suficiente para
garantizar la retirada de las instalaciones fuera
de la temporada autorizada y la restitución del
dominio público a su situación inicial.

23.5 La gestión y explotación de un puerto
natural genera el correspondiente canon de ex-
plotación a favor del Departamento de Políti-
ca Territorial y Obras Públicas, de conformidad
y con los efectos previstos en el artículo 68.7 de
la Ley de puertos de Cataluña.

Artículo 24
Prohibición de anclajes y fondeos de tempora-
da fuera de los puertos naturales

Se prohiben con carácter general los ancla-
jes y fondeos de temporada fuera de los puer-
tos naturales y de las aguas adyacentes a los
puertos.

SECCIÓN 5
Dársenas

Artículo 25
Solicitud y tramitación

25.1 Las personas físicas o jurídicas, públicas
o privadas, interesadas en obtener una conce-
sión administrativa para la construcción, explo-
tación o la construcción y explotación de una
dársena, o para la ampliación de una ya existen-
te, deben ajustarse, en relación con la documen-
tación necesaria y con los requisitos de trami-
tación, al régimen previsto en la sección 3 de este
capítulo.

25.2 Puertos de la Generalidad es el ente
competente para tramitar las concesiones admi-
nistrativas relativas a las dársenas en el ámbi-
to del dominio público portuario que le sea
adscrito.

SECCIÓN 6
Instalaciones marítimas y marinas secas

Artículo 26
Solicitud y tramitación

26.1 Las personas físicas o jurídicas intere-
sadas en la construcción o la modificación, ex-
plotación o construcción y explotación de una
instalación marítima competencia de la Gene-
ralidad, o de una marina seca no incluida den-
tro de la zona de servicio de un puerto, deben
aportar, junto con la solicitud, la documentación
siguiente por quintuplicado:

a) Informes de instituciones financieras,
cuentas anuales o declaración relativa a la ci-
fra global de negocios, a los efectos de acreditar
la solvencia económica y financiera del solici-
tante.

b) Anteproyecto o proyecto básico, redacta-
do por personal técnico competente y visado por
su colegio profesional, que debe incluir una me-
moria justificativa y descriptiva, con los datos
más significativos y detalle de los plazos de eje-
cución; planos de situación, de emplazamiento,
de planta (con detalle de las obras e instalaciones
proyectadas) y topográfico, todos ellos a esca-
la suficiente; información fotográfica de la zona,
y presupuesto desglosado. El visado no es ne-
cesario cuando la peticionaria sea una adminis-
tración pública y el proyecto esté redactado por
sus servicios técnicos.

c) Proyecto de plan de delimitación de la
zona de servicio.

d) Estudio justificativo de la demanda, adap-
tado a las directrices que establece el Plan de
Puertos de Cataluña, en el que se argumente la
conveniencia de la actuación proyectada para
satisfacer de manera equilibrada la demanda
existente en la zona afectada.

e) Estudio de impacto medioambiental, con
inclusión de estudio del fondo marino, y carto-
grafía de los bancos de algas fanerógamas ma-
rinas limítrofes.

También debe incluir un estudio del impac-
to sobre la dinámica litoral, de hidrogeología de
la costa, de calidad de las aguas interiores y
exteriores del puerto y un programa de gestión
ambiental cuado el proyecto deba sobeterse a
evalución de impacto ambiental.

f) Propuesta de reglamento de explotación
y policía, así como estudio económico-financiero
con detalle del régimen de tarifas previsto.

Cuando el proyecto tenga que someterse a
una evaluación de impacto ambiental, también
debe incluir un estudio del impacto sobre la
dinámica litoral, de hidrogeología de la costa,
de calidad de las aguas interiores y exteriores del
puerto y un programa de gestión ambiental.

26.2 En el caso de las marinas secas y otras
instalaciones marítimas que requieran la ejecu-
ción de obras fijas, debe presentarse también la
siguiente documentación:

a) Estudio de dinámica litoral.
b) Estudio hidrológico.
c) Planos donde figure la clasificación y ca-

lificación urbanística del suelo y subsuelo a ocu-
par.

d) Certificación de disponibilidad de los te-
rrenos no incluidos en el dominio público ma-
rítimo terrestre, o, en su caso, un anexo de ex-
propiaciones en los términos establecidos en el
artículo 7.1.l) de este Reglamento.

e) Estudio económico-financiero.
f) Justificación de haber constituido ante la

Caja General de Depósitos, a favor de la direc-
ción general competente en materia de puertos,
una fianza correspondiente al 2% del valor total
de las obras de instalaciones proyectadas.

26.3 En el caso de que la solicitud se formule
por sociedades mercantiles o por entidades de
carácter asociativo, deben identificarse sus ac-
cionistas o los socios promotores.

26.4 En el caso de que falte parte de la do-
cumentación mencionada en el apartado ante-
rior, es de aplicación lo establecido en el artículo
71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
régimen jurídico de las administraciones públi-
cas y del procedimiento administrativo común.

Artículo 27
Adecuación y viabilidad

La dirección general competente en materia
de puertos debe informar en un plazo de dos
meses sobre la adecuación de la propuesta al
Plan de Puertos de Cataluña y sobre su viabili-
dad. Si este trámite es favorable, debe realizar
la confrontación del proyecto sobre el terreno.
En caso contrario, debe archivarse la solicitud
sin más trámite que la audiencia a la peticionaria.

Artículo 28
Información institucional e información pública

28.1 La documentación correspondiente,
durante un plazo de un mes, debe someterse a
informe de los siguientes organismos:

Entes locales en cuyo ámbito territorial se
prevé la instalación.

Departamento de la Generalidad competente
en materia de pesca.

Departamento de la Generalidad competente
en materia de medio ambiente.

Administración competente en materia de
defensa y marina mercante.

28.2 En el supuesto previsto en el aparta-
do 2 del artículo 26 debe solicitarse en el mis-
mo plazo informe al departamento de la Gene-
ralidad competente en materia de urbanismo.

28.3 Simultáneamente, y durante el mismo
período, debe someterse a información públi-
ca mediante la publicación en el Diari Oficial de
la Generalitat de Catalunya, en un diario de
habitual circulación en el ámbito territorial de
referencia y en el tablón de anuncios del ayun-
tamiento en cuyo ámbito territorial se ubica la
instalación marítima. Este procedimiento de in-
formación pública lo es también a efectos de la
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tramitación del procedimiento de evaluación de
impacto ambiental.

Artículo 29
Informe de adscripción

Cuando para ejecutar el proyecto sea nece-
sario ocupar terrenos de dominio público ma-
rítimo terrestre no adscritos a la comunidad
autónoma, debe solicitarse a la administración
estatal con competencias sobre el dominio pú-
blico marítimo terrestre el informe de adscrip-
ción de acuerdo con lo que dispone la norma-
tiva vigente aplicable.

Artículo 30
Declaración de impacto medioambiental

En el caso de que la actuación comporte la
ejecución de obras fijas en el dominio público
marítimo terrestre, u otras obras marítimas que
puedan alterar la costa, el proyecto, junto con
la documentación complementaria, debe remi-
tirse al departamento de la Generalidad com-
petente para emitir la declaración de impacto
medioambiental, de conformidad con la norma-
tiva vigente.

Artículo 31
Resolución

Corresponde al consejero o consejera de Po-
lítica Territorial y Obras Públicas, a propuesta
de la dirección general competente en materia
de puertos, la resolución sobre la aprobación
definitiva del proyecto y el otorgamiento de la
concesión administrativa para la construcción,
explotación o la construcción y explotación de
marinas secas y otras instalaciones marítimas.

Artículo 32
Garantía de explotación

En el plazo de un mes a contar desde la no-
tificación de la resolución, la concesionaria de-
berá depositar ante la Caja General de Depó-
sitos, a favor de la administración portuaria, una
fianza de gestión correspondiente al 2% del
valor de las obras e instalaciones.

CAPÍTULO 3
Gestión y explotación del dominio público por-
tuario

Artículo 33
Régimen general

33.1 La responsabilidad de la explotación
y conservación del puerto, dársena o instalación
marítima ante la administración portuaria recae
en la persona titular de la concesión administra-
tiva, que puede gestionarla de cualquiera de las
maneras reconocidas por la ley.

33.2 Puertos de la Generalidad gestiona el
dominio público portuario que le sea adscrito,
de conformidad con lo establecido en el artículo
7 de la Ley 5/1998, de Puertos de Cataluña.

33.3 Los contratos que de conformidad con
el artículo 60 de la Ley de puertos de Cataluña
se formalicen entre la concesionaria y terceras
personas, físicas o jurídicas, con el objeto de
cederles temporalmente el uso y disfrute de
elementos portuarios no reservados al uso pú-
blico tarifado son contratos de derecho priva-
do y no comportan ninguna relación jurídica con
la administración portuaria. La formalización de
estos contratos en ningún caso exime a la con-
cesionaria de su responsabilidad única ante la
administración portuaria.

33.4 El concesionario, previamente al otor-
gamiento de los contratos previstos en el apar-

tado anterior, debe enviar a la administración
portuaria competente un contrato tipo. La ad-
ministración debe comprobar si el contrato tipo
propuesto se ajusta a las cláusulas de la conce-
sión y debe dar su conformidad en el plazo de
un mes. Transcurrido este plazo sin que haya
pronunciamiento expreso, se entiende que la
conformidad ha sido otorgada.

El conocimiento por la administración por-
tuaria de estos contratos en ningún caso com-
porta un cambio de titularidad de la concesión
administrativa ni exime la responsabilidad única
de la concesionaria.

Artículo 34
Transmisión de la concesión

34.1 La transmisión de la concesión, en los
términos establecidos en el artículo 62 de la Ley
de puertos de Cataluña, requiere autorización
previa expresa de la administración portuaria
competente. A estos efectos, la concesionaria
debe dirigirle una solicitud en la que se mani-
fieste la voluntad de transmitir la concesión
administrativa, acompañada de la declaración
de la parte cesionaria de subrogarse en todos los
derechos y deberes que dimanen de la conce-
sión. Con la solicitud se ha de acompañar docu-
mentación acreditativa de la personalidad del
cesionario y de su solvencia, en la forma que
prevé el artículo 7.1.a) y b) de este Reglamen-
to. La administración portuaria puede exigir la
aportación de otros datos y documentos com-
plementarios que crea convenientes, a fin de
acreditarlo. El título de transmisión de la con-
cesión debe inscribirse en el Registro de la Pro-
piedad y debe comunicarse a la administración
portuaria.

34.2 La transmisión de las concesiones otor-
gadas por Puertos de la Generalidad en el do-
minio público portuario que tiene adscrito queda
sujeta también a los requisitos que se estable-
cen en el artículo 83.1 de la Ley 5/1998, de puer-
tos de Cataluña, y de acuerdo con la legislación
de contratos de las administraciones públicas.
La efectividad de la transmisión debe comuni-
carse a Puertos de la Generalidad.

34.3 La administración portuaria competen-
te debe pronunciarse con relación a la autori-
zación solicitada en el plazo de dos meses. Trans-
currido este plazo sin pronunciamiento expreso,
debe entenderse denegada la autorización.

Dentro de este mismo plazo, la administra-
ción portuaria puede optar por ejercer el dere-
cho de tanteo que prevé el artículo 62.1 de la Ley.
El derecho de retracto lo puede ejercer en el
plazo de tres meses a contar desde que la admi-
nistración portuaria tiene conocimiento que se
ha efectuado la transmisión, mediante la comu-
nicación prevista en el apartado 1 de este artí-
culo, siempre que concurran razones de interés
público.

34.4 La persona titular de la concesión ad-
ministrativa debe notificar a la dirección general
competente en materia de puertos, o a Puertos
de la Generalidad, con carácter previo a su for-
malización, cualquier contrato o cambio de so-
cios y socias o partícipes que suponga la entra-
da de terceros en la explotación de la concesión.
La administración portuaria competente pue-
de oponerse a ello mediante un acuerdo moti-
vado cuando considere que puede afectar a la
correcta explotación de la concesión.

Artículo 35
Modificación de concesiones

35.1 Durante la vigencia de una concesión
administrativa, la dirección general competente

en materia de puertos o el Comité Ejecutivo de
Puertos de la Generalidad pueden, a petición de
la concesionaria, autorizar modificaciones que
no comporten una ampliación de la zona de
servicio ni edificaciones no previstas en el pro-
yecto de construcción.

35.2 Las obras de mantenimiento, repara-
ción y rehabilitación de una concesión adminis-
trativa, así como las de mejora que no impliquen
cambios sustanciales respecto a los proyectos
aprobados, pueden ser autorizadas sin más trá-
mite por la dirección general competente en ma-
teria de puertos o por el Comité Ejecutivo de
Puertos de la Generalidad.

35.3 No tienen la consideración de modifi-
cación los proyectos que comportan una amplia-
ción del dominio público marítimo terrestre ads-
crito, o la construcción de obras o instalaciones
que puedan producir una alteración del domi-
nio público marítimo terrestre, o afectar la costa
y su regresión, casos en los que deberá estarse
a la tramitación prevista en la sección 3 del ca-
pítulo 2 de este Reglamento.

35.4 No tienen la consideración de modifi-
cación los proyectos que comportan la ocupa-
ción del dominio público portuario ya adscrito
con obras e instalaciones no previstas en el pro-
yecto de construcción, caso en el que la trami-
tación debe ajustarse a lo previsto en el capítulo
4 de este Reglamento.

Artículo 36
Constitución de garantías

En los términos establecidos en los artículos
62.2 y 83.2 de la Ley de puertos de Cataluña, la
constitución de hipotecas u otros derechos de
garantía sobre los derechos y obligaciones dima-
nantes de las concesiones, así como su eventual
embargo, requiere en todos los casos autoriza-
ción previa del Departamento de Política Terri-
torial y Obras Públicas, mediante la dirección
general competente en materia de puertos, o de
Puertos de la Generalidad.

Artículo 37
Espacios de uso público

37.1 De acuerdo con lo que se dispone en
el artículo 60.4 de la Ley de puertos de Cataluña,
debe reservarse al uso público tarifado como mí-
nimo un 10% del número total de amarres de
un puerto, para uso de embarcaciones de recreo
(actual lista 7) transeúntes. Estos amarres han
de quedar debidamente identificados en el plan
de delimitación de la zona de servicio portua-
ria.

37.2 Cualquier modificación en la ubicación
o disposición de estos amarres requiere autori-
zación de la dirección general competente en
materia de puertos, o de Puertos de la Genera-
lidad.

37.3 La ocupación por parte de los y las tran-
seúntes de los amarres de uso público tarifado
comporta la obligación de acreditar la corres-
pondiente tarifa portuaria. A estos efectos, la
dirección general competente en materia de
puertos debe fijar anualmente el importe máxi-
mo exigible por día de estancia para cada ins-
talación o grupo de instalaciones, el cual tiene
que estar disponible y a la vista en el tablón de
anuncios del puerto.

37.4 La zona destinada al uso público tari-
fado debe estar convenientemente señalizada,
de acuerdo con la normativa aprobada por el
Departamento de Política Territorial y Obras
Públicas.

37.5 La concesionaria, o el responsable de
la gestión del puerto, debe llevar el registro de
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todas las embarcaciones que ocupen la zona de
uso público tarifado, detallando como mínimo
la matrícula de la embarcación, la identificación
del patrón y los días de estancia. Los datos ac-
tualizados de dicho registro deben ser remitidos
semestralmente a la dirección general compe-
tente en materia de puertos, o a Puertos de la
Generalidad, y siempre que le sean requeridos
expresamente.

37.6 La ocupación de los amarres de uso
público tarifado por embarcaciones diferentes
a las de recreo en tránsito (actual lista 7) única-
mente puede obedecer a circunstancias excep-
cionales y requiere la autorización previa de la
administración portuaria.

37.7 Los amarres de uso público tarifado no
pueden ser ocupados por la misma embarcación
durante un período superior a quince días en
temporada alta, o a tres meses en temporada
baja. A estos efectos, se considera temporada
alta la comprendida entre el 1 de julio y el 31 de
agosto.

CAPÍTULO 4
Utilización del dominio público portuario

Artículo 38
Concesiones en dominio público portuario ads-
crito a Puertos de la Generalidad

38.1 Toda ocupación del dominio público
portuario adscrito a Puertos de la Generalidad
por un plazo superior a tres años o durante otro
inferior pero con obras o instalaciones no des-
montables debe realizarse mediante el otorga-
miento de una concesión administrativa.

38.2 La correspondiente solicitud debe ir
acompañada de la documentación siguiente:

Documentación acreditativa de la persona-
lidad del solicitante.

Proyecto básico, con planos de planta y alza-
dos, memoria justificativa y descriptiva, progra-
ma de ejecución y presupuesto estimado desglo-
sado, por cuadruplicado.

Estudio económico-financiero detallado en
el que se justifique la viabilidad de la inversión
a realizar en función del plazo previsto.

Resguardo acreditativo de la constitución de
una garantía provisional en la Caja General de
Depósitos, a favor de la administración portuaria
competente, por importe de un 2% del presu-
puesto de las obras e instalaciones.

38.3 Puertos de la Generalidad debe solici-
tar al ayuntamiento correspondiente un infor-
me de adecuación al planeamiento urbanístico
vigente, que tendrá que ser emitido en el plazo
de un mes. En caso contrario, se podrá prose-
guir la tramitación. Sin embargo, no se pueden
otorgar concesiones administrativas para ocu-
paciones que se opongan al plan especial que
desarrolla el sistema portuario o, en el caso de
no estar este aprobado definitivamente, al plan
de delimitación de la zona de servicio portua-
ria, sin la modificación previa de los instrumen-
tos urbanísticos correspondientes.

38.4 También debe solicitar el informe de
las otras administraciones y organismos públi-
cos o privados cuyas competencias o intereses
puedan resultar afectados por el otorgamiento
de la concesión.

38.5 Puertos de la Generalidad resolverá la
solicitud motivadamente, fijando las condicio-
nes, las prescripciones y el plazo que han de regir
la concesión administrativa. La eficacia del tí-
tulo de otorgamiento queda condicionada a la
obtención de la correspondiente licencia muni-
cipal, de conformidad con el artículo 30.4 de la

Ley de puertos de Cataluña, y del resto de per-
misos exigibles por razón de la actividad a de-
sarrollar.

Artículo 39
Autorizaciones en dominio público portuario
adscrito a Puertos de la Generalidad

39.1 La ocupación del dominio público por-
tuario adscrito a Puertos de la Generalidad con
bienes muebles o instalaciones desmontables, o
por la realización de actividades no habituales,
requiere autorización previa de Puertos de la
Generalidad. Se entiende por instalaciones des-
montables aquellas que requieren, como máxi-
mo, obras puntuales de cimentación, constitui-
das por elementos prefabricados, módulos,
plafones o similares, que se monten y desmon-
ten sin necesidad de demolición. Se entiende por
ocupación con bienes muebles la que se produ-
ce por su estacionamiento de manera continua-
da o, en todo caso, por un plazo superior a un día.
Se entiende por actividades no habituales aque-
llas relacionadas con acontecimientos deportivos,
culturales o sociales, industriales, comerciales o
de prestación de servicios al público no vinculados
directamente con la actividad portuaria.

39.2 La persona interesada debe dirigir un
escrito de solicitud a Puertos de la Generalidad
detallando las actividades a desarrollar, las ca-
racterísticas de las instalaciones desmontables
y su presupuesto estimado, la superficie a ocu-
par y el plazo durante el que se solicita la ocu-
pación, que no puede ser superior a tres años.
En el caso de que la solicitud quede vinculada
a una actividad lucrativa, se tendrá que presentar
un estudio económico-financiero de la explota-
ción.

39.3 Puertos de la Generalidad debe solici-
tar un informe del ayuntamiento correspondien-
te cuando las competencias de este puedan re-
sultar afectadas; el ayuntamiento debe emitirlo
en el plazo de diez días.

39.4 Puertos de la Generalidad debe fijar en
el título de otorgamiento las condiciones y pres-
cripciones que regulan la autorización y su plazo,
que no puede ser superior a los tres años. Asi-
mismo, ha de fijar, si procede, la garantía de
gestión que se establezca. La eficacia del títu-
lo de otorgamiento se concede sin perjuicio y
condicionada a la obtención de las licencias mu-
nicipales correspondientes y el resto de permisos
exigibles y al pago de las tasas y impuestos es-
tablecidos en la legislación de régimen local.

Artículo 40
Autorizaciones en el dominio público portuario
de puertos en régimen de concesión administra-
tiva

40.1 La dirección general competente en
materia de puertos debe autorizar las obras, edi-
ficaciones, instalaciones desmontables y no des-
montables y la realización de actividades no
habituales que comporten ocupación del domi-
nio público portuario en puertos en régimen de
concesión administrativa, previo informe de la
concesionaria, que debe emitirlo en el plazo de
un mes.

40.2 Es de aplicación a estas autorizaciones
lo establecido en el artículo 38 cuando se trate
de ocupaciones por un plazo superior a tres años
o por otro inferior pero con obras o instalacio-
nes no desmontables.

40.3 Es de aplicación a estas autorizaciones
lo establecido en el artículo 39 cuando se trate
de ocupaciones con bienes muebles o instalacio-
nes desmontables o por la realización de acti-
vidades no habituales.

Artículo 41
Señales informadoras

41.1 La instalación de letreros, toldos y se-
ñales indicativas de locales y empresas existentes
en la zona de servicio del puerto requiere la
autorización previa de la administración portua-
ria.

41.2 Con carácter excepcional, la adminis-
tración portuaria competente puede autorizar
la colocación de letreros por parte de empresas
o establecimientos vinculados, por razón de
patrocinio, mecenazgo, suministro o similar
respecto a actos o acontecimientos deportivos
o culturales que de forma temporal o puntual
se realicen en la zona de servicio portuaria.

41.3 La administración portuaria debe es-
tablecer en el título de autorización las condi-
ciones y características que tienen que reunir las
señales indicadoras, los letreros y toldos, que
deben responder a los principios de uniformi-
dad y de integración en el medio.

41.4 La responsabilidad que se derive de la
instalación no autorizada o del incumplimien-
to de las condiciones señaladas en el título es im-
putable a la concesionaria y al anunciante.

CAPÍTULO 5
Extinción de la concesión

Artículo 42
Extinción de la concesión

La concesión administrativa se extingue por
vencimiento del plazo de concesión y por el resto
de causas recogidas en los artículos 64.2 y 75.1
de la Ley de puertos de Cataluña.

Artículo 43
Efectos de la extinción

43.1 Al extinguirse la concesión, las obras,
instalaciones y demás elementos afectados a los
servicios portuarios que integran la concesión
administrativa revierten en la administración
portuaria competente, gratuitamente y libres de
cargas, en los términos previstos en el artículo
67 de la Ley de puertos de Cataluña.

43.2 Las obras, instalaciones y demás ele-
mentos portuarios han de revertir en perfecto
estado de conservación y con un funcionamiento
adecuado, pudiendo la concesionaria retirar
aquellos elementos que no figuren en el acta de
reconocimiento final de las obras, siempre que
no estén unidos de manera fija al inmueble y que
no se produzca una transgresión o deterioro de
este.

43.3 Al extinguirse la concesión administra-
tiva, la administración portuaria competente
puede acordar el mantenimiento o la retirada
de las obras e instalaciones autorizadas, mate-
riales y equipamientos, no incluidos en el títu-
lo de otorgamiento de la concesión, y debe no-
tificarlo expresamente a la concesionaria con
anterioridad al vencimiento del plazo de conce-
sión. En el caso de que se acuerde la retirada,
la concesionaria debe realizarlo por su cuenta
y cargo en el plazo que al efecto se le indique.
Del cumplimiento de esta obligación responden
las garantías constituidas.

43.4 En el supuesto de que la concesionaria
no efectúe la demolición y retirada de las obras
e instalaciones, materiales y equipamientos,
en los términos y el plazo establecidos por la
administración portuaria, ésta ejecutará sub-
sidiariamente, a cargo de la concesionaria,
los trabajos no realizados, pudiendo utilizar,
en su caso, el procedimiento de constreñimien-
to.
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43.5 De la recepción de los bienes reverti-
dos, se levantará la correspondiente acta en
presencia de la concesionaria, si comparece. En
el acta se indicará el estado de conservación de
los bienes revertidos, especificando, si procede,
los deterioros que presenten. En este caso, el
acta sirve de base para instruir el correspondien-
te expediente, concretando el importe de las
reparaciones necesarias, a cargo de la concesio-
naria, que puede exigirse, si procede, por el
procedimiento de constreñimiento.

Artículo 44
Extinción por causa imputable a la concesionaria

44.1 La administración portuaria puede
iniciar expediente de extinción anticipada de la
concesión, cuando la concesionaria incumpla,
por causa que le sea imputable, cualquiera de
las condiciones o prescripciones en virtud de las
que se le otorgó la concesión administrativa, o
cualquiera de las disposiciones legales vigentes
en materia portuaria que comporte la resolución
de la concesión.

44.2 Son también causas de extinción anti-
cipada por causa imputable a la concesionaria:

La falta de pago de los cánones por un pla-
zo superior a un año.

La falta de utilización, por un plazo superior
a un año, de las obras e instalaciones concesio-
nadas, cuando no obedezca a causa justa.

La realización de obras en el dominio público
portuario sin autorización de la administración
portuaria.

La modificación de la destinación o finalidad
de la concesión administrativa, o de elementos
de la misma, sin la autorización de la adminis-
tración portuaria.

La transmisión de la concesión sin autoriza-
ción previa de la administración portuaria.

La constitución de hipotecas u otros derechos
de garantía sobre los derechos y obligaciones di-
manantes de la concesión administrativa, sin
autorización de la administración portuaria.

44.3 En estos casos, la administración por-
tuaria debe advertir a la concesionaria de la
existencia de un incumplimiento que puede dar
lugar a la resolución de la concesión. La conce-
sionaria debe corregir la situación irregular
dentro del plazo y en los términos indicados por
la administración.

Artículo 45
Tramitación

45.1 La extinción anticipada de la concesión
se inicia mediante un acuerdo motivado de la di-
rección general competente en materia de puer-
tos, o de Puertos de la Generalidad.

45.2 Se debe dar traslado del acuerdo al
ayuntamiento correspondiente, y a las adminis-
traciones públicas y personas físicas o jurídicas
que tengan la condición de interesadas en el
expediente de extinción, a fin de que en el pla-
zo de un mes formulen las alegaciones y obser-
vaciones que consideren convenientes para la
defensa de sus intereses.

45.3 Finalizada esta fase, la administración
portuaria competente debe valorar, en el plazo
de un mes, las alegaciones formuladas y apro-
bar el expediente de tasación de acuerdo con el
artículo 47 de este Reglamento.

45.4 La administración portuaria debe dar
trámite de audiencia a la concesionaria para que
ésta pueda alegar, en un plazo no superior a
quince días hábiles, lo que considere pertinente
para la defensa de sus intereses.

45.5 Formulada propuesta de resolución
por parte de la dirección general competente en

materia de puertos, o por Puertos de la Gene-
ralidad, debe elevarse al consejero o consejera
de Política Territorial y Obras Públicas, que
resolverá definitivamente, previa consulta a la
Comisión Jurídica Asesora, si procede.

45.6 La resolución definitiva sobre la extin-
ción anticipada de la concesión debe adoptar-
se en el plazo de seis meses. Transcurrido este
plazo sin un pronunciamiento expreso, se pro-
duce la caducidad del expediente y el archivo de
las actuaciones.

Artículo 46
Efectos de la resolución de extinción por causa
imputable a la concesionaria

46.1 A los efectos que prevé el artículo 65
de la Ley de puertos de Cataluña, la notificación
de la resolución de extinción debe fijar, consi-
derando las circunstancias concretas, el plazo
máximo otorgado a la concesionaria para aban-
donar las instalaciones.

46.2 Agotado este plazo, la dirección gene-
ral competente en materia de puertos o Puer-
tos de la Generalidad deben levantar acta de
ocupación, en la que se deje constancia del es-
tado de las obras e instalaciones y de las circuns-
tancias en las que se ha producido la ocupación.
En el caso de que asista la antigua concesiona-
ria, podrá formular las observaciones que crea
oportunas. El acta debe ser firmada por todas
las personas asistentes.

46.3 Si se considera necesario, el director o
directora general competente en materia de
puertos o la persona titular de la gerencia de
Puertos de la Generalidad pueden solicitar de
los cuerpos y fuerzas de seguridad asistencia y
apoyo para llevar a cabo la ocupación.

46.4 Extinguida la concesión, la administra-
ción portuaria deberá garantizar la continuación
de la explotación de los servicios portuarios,
teniendo en cuenta la situación generada y las
repercusiones que la misma pueda generar en
los usuarios y usuarias.

46.5 La administración portuaria puede
optar, en el caso de que no se reserve su gestión
directa, entre licitar la concesión en los mismos
términos, condiciones y plazo fijados en el pliego
de condiciones en virtud de las que se otorgó la
correspondiente concesión administrativa, o
bien licitar la adjudicación de una nueva conce-
sión.

46.6 La extinción por causa imputable a la
concesionaria comporta en todos los casos la
pérdida de las garantías constituidas.

Artículo 47
Expediente de tasación

47.1 A los efectos previstos en el apartado
b) del artículo 65 de la Ley de puertos de Cata-
luña, deben tomarse en consideración los si-
guientes extremos:

a) La tasación debe fijarse de acuerdo con el
valor de las obras e instalaciones no amortiza-
das incluidas en el acta de reconocimiento final
de las obras, o autorizadas expresamente por la
administración portuaria, actualizando los pre-
cios del proyecto, de conformidad con las nor-
mas oficiales, y partiendo en todos los casos de
la hipótesis de una amortización lineal duran-
te el período de vigencia de la concesión.

b) Del importe resultante debe deducirse el
valor de las obras necesarias, en su caso, para
reparar los desperfectos existentes y dejar la ins-
talación en condiciones idóneas para ser utili-
zada. En caso de discrepancia, la administración
portuaria debe solicitar presupuesto a tres em-
presas del sector y realizar la media ponderada.

c) Del importe resultante deben deducirse las
deudas, debidamente acreditadas, que por cual-
quier concepto mantenga la concesionaria con
la administración portuaria por motivo de la
concesión administrativa.

d) En ningún caso deben valorarse los bene-
ficios futuros o lucro cesante que deje de percibir
la concesionaria.

e) En los supuestos regulados en el aparta-
do a) del artículo 64.2 de la Ley de puertos de
Cataluña, a efectos de la tasación deben valo-
rarse los beneficios futuros que deje de perci-
bir la concesionaria correspondientes al año o
ejercicio en curso, tomando como base la me-
dia de los beneficios obtenidos durante los úl-
timos cinco años, o, en su caso, durante los trans-
curridos desde el inicio de la concesión si son
inferiores a cinco, debidamente acreditados
mediante la aportación de las declaraciones
presentadas a efectos fiscales ante la adminis-
tración tributaria.

f) El expediente de tasación debe ser apro-
bado por la administración portuaria y tiene los
efectos pertinentes en relación con las contra-
prestaciones que se deriven de la extinción de
la concesión y de la adjudicación de una nueva
concesión.

47.2 Previamente a la aprobación del expe-
diente de tasación, debe otorgarse trámite de
audiencia a la concesionaria a fin de que muestre
su conformidad o realice las alegaciones que
considere pertinentes, aportando, si procede,
justificación documental.

CAPÍTULO 6
Continuación de la explotación

Artículo 48
Continuación de la explotación

48.1 A los efectos previstos en el artículo 68
de la Ley de Puertos de Cataluña, la concesionaria
que quiera continuar la explotación del puerto
o dársena una vez que finalice el plazo de con-
cesión puede solicitar a la administración portua-
ria competente la adjudicación de un contrato de
gestión de la concesión administrativa.

48.2 Lo previsto en este capítulo no es apli-
cable a las concesiones que al finalizar el plazo
de concesión pierden, a consecuencia de modi-
ficaciones o reordenaciones sustanciales apro-
badas por la administración portuaria, la iden-
tidad física y los rasgos que la configuraban.

48.3 La solicitud puede ser presentada a
partir de que hayan transcurrido las dos terce-
ras partes del plazo, y con una antelación mínima
de dos años antes de que finalice el mismo.

48.4 La solicitud debe presentarse ante la
dirección general competente en materia de
puertos o ante Puertos de la Generalidad, acom-
pañada de la documentación siguiente:

a) Estudio, firmado por personal técnico
competente, en el que se especifique el estado
actual de las obras de infraestructura e instala-
ciones portuarias, y proyecto que incluya las
obras y actuaciones necesarias, si procede, a fin
de garantizar la óptima explotación de la con-
cesión durante el nuevo plazo de concesión.

b) Documentación acreditativa de las inver-
siones efectuadas durante el período de conce-
sión.

c) Propuesta de mejoras proyectadas en la
instalación portuaria y de su financiación.

d) Proyecto de sistema de gestión medioam-
biental integral de la instalación, totalmente
adaptado a las directrices vigentes, incluidas las
que dimanen de la legislación comunitaria.
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e) Reglamento de policía y explotación de la
instalación portuaria, si procede, y del régimen
de gestión y explotación previsto.

f) Relación de las personas titulares de de-
rechos de uso y disfrute sobre elementos portua-
rios en el momento de presentarse la solicitud,
con certificación de la concesionaria de si se
hallan o no al corriente de sus obligaciones por
motivo del derecho que ostentan, a los efectos
previstos en el artículo 67.3 de la Ley de puer-
tos de Cataluña.

g) Propuesta detallada de las tarifas que, por
cualquier concepto, se aplicarán a los usuarios
y usuarias, tanto de amarres como del resto de
derechos de uso preferente sobre los espacios
portuarios, con desglose de sus conceptos y cri-
terios de actualización.

h) Estudio económico-financiero que justi-
fique la viabilidad de la explotación.

48.5 La dirección general competente en
materia de puertos o Puertos de la Generalidad
deben dar publicidad a la solicitud presentada,
mediante la publicación del correspondiente
anuncio en el Diari Oficial de la Generalitat de
Catalunya, en un diario de habitual circulación
en el ámbito territorial de referencia y en los
tablones de anuncios del puerto y del ayunta-
miento en cuyo término municipal éste se en-
cuentra, a fin de que, en el plazo de seis meses
a contar desde la fecha de la publicación pue-
dan presentarse otras solicitudes por parte de
terceros interesados en obtener el contrato de
gestión de la concesión administrativa. En to-
dos los casos, las solicitudes que eventualmente
se presenten deben ir acompañadas de la docu-
mentación fijada en el apartado 4 de este artí-
culo. En el caso de que comporten una amplia-
ción de la infraestructura portuaria, es preciso
aportar también la documentación establecida
en el artículo 7.1 de este Reglamento.

48.6 Finalizado el plazo de seis meses, la
dirección general competente en materia de
puertos o Puertos de la Generalidad han de
iniciar un concurso restringido a quienes hayan
presentado solicitudes para la adjudicación de
la concesión.

Artículo 49
Concurso restringido

49.1 Este concurso restringido se rige por
las normas sobre contratación administrativa de
aplicación a la Generalidad de Cataluña.

49.2 En la adjudicación, se debe tener en
cuenta la propuesta más beneficiosa en su con-
junto, según los criterios objetivos fijados en el
pliego de cláusulas administrativas particulares
del concurso, que deben tomar en consideración,
como mínimo, los siguientes aspectos:

La adecuación de la propuesta a los criterios
establecidos en el Plan de Puertos de Cataluña.

El interés público y social de la propuesta.
La integración del puerto en el marco del

municipio donde se ubica.
La propuesta de gestión ambiental de la ins-

talación.
La viabilidad económica.

Artículo 50
Derecho de tanteo

50.1 De acuerdo con el artículo 68.3 de la
Ley de puertos, en el procedimiento de concurso
restringido debe otorgarse un derecho de tan-
teo, una vez que haya sido formulada la propues-
ta de adjudicación, a la antigua concesionaria,
siempre que cumpla los requisitos siguientes:

a) Que no haya incumplido las condiciones
de la concesión o la normativa portuaria vigente

durante el plazo de concesión, o que, en su caso,
haya procedido a reparar la situación alterada
en el plazo y en los términos establecidos por la
administración portuaria.

b) Que haya gestionado de forma satisfacto-
ria la instalación durante el plazo de la con-
cesión. A estos efectos debe valorarse exclu-
sivamente la documentación que obra en el
expediente, en la que se acrediten suficiente-
mente los siguientes extremos:

La realización de obras y actuaciones de man-
tenimiento y mejora de las instalaciones.

La adaptación a las directrices y recomenda-
ciones vigentes en materia de gestión medioam-
biental.

La obtención de premios y galardones rela-
cionados con la buena gestión de la instalación.

La adopción de medidas de integración y
accesibilidad para minusválidos.

La dinamización de la náutica deportiva me-
diante la organización de acontecimientos cul-
turales, deportivos o recreativos, o la colabora-
ción en ellos.

Otros aspectos directamente relacionados con
el fomento de las actividades portuarias y ma-
rítimas.

Haber procedido a corregir las deficiencias
observadas por la administración portuaria, en
la forma y en los plazos fijados al efecto.

50.2 El derecho de tanteo concede a la an-
tigua concesionaria la posibilidad de igualar las
condiciones ofrecidas por quien haya obtenido
una mejor puntuación en el conjunto del con-
curso.

Artículo 51
Efectos del contrato de gestión de la concesión

51.1 En el caso de que el concurso no se
resuelva a favor del anterior concesionario, éste
no mantiene ningún derecho sobre la concesión,
y no puede reclamar ningún tipo de resarcimien-
to por daños y perjuicios ni por ningún otro
concepto.

51.2 Si el adjudicatario del contrato, ya se
trate del antiguo concesionario o del ganador del
concurso, no acepta las condiciones generales
y particulares fijadas por la administración por-
tuaria, deberá estarse a lo establecido en el ar-
tículo 68.6 de la Ley de puertos de Cataluña.

51.3 El contrato de gestión de la concesión
comporta la obligación de acreditar el corres-
pondiente canon de explotación ante el Depar-
tamento de Política Territorial y Obras Públi-
cas, de acuerdo con lo establecido en el artículo
68.7 de la Ley de puertos de Cataluña.

CAPÍTULO 7
Planificación portuaria

SECCIÓN 1
Plan de Puertos de Cataluña

Artículo 52
Tramitación

52.1 La formulación y la redacción del Plan
de Puertos de Cataluña y de sus modificaciones
corresponde al Departamento de Política Terri-
torial y Obras Públicas mediante la dirección
general competente en materia de puertos.

52.2 El texto modificado debe someterse a
información pública durante un período de
treinta días hábiles, mediante la publicación del
anuncio correspondiente en el Diari Oficial de
la Generalitat de Catalunya.

52.3 Debe someterse igualmente a informe
de los departamentos de la Generalidad com-

petentes en materia de medio ambiente, de
pesca, de urbanismo, de turismo y de deporte,
al ente público Puertos de la Generalidad, a los
ayuntamientos afectados por razón del territo-
rio, a las organizaciones asociativas de los en-
tes locales y al ministerio competente en materia
de dominio público marítimo terrestre, a fin de
que informen en lo referente a sus competen-
cias en el plazo de dos meses. En el mismo plazo
debe solicitarse informe a las personas físicas o
jurídicas, públicas o privadas, responsables de
la gestión y explotación de puertos, dársenas,
instalaciones marítimas o marinas interiores que
puedan resultar afectadas por la modificación.
Transcurrido este plazo sin que se haya emiti-
do el correspondiente informe, pueden conti-
nuarse las actuaciones.

52.4 La dirección general competente en
materia de puertos puede solicitar informe a
cualquier otra entidad pública o privada u or-
ganismo oficial cuando considere que sus com-
petencias o intereses pueden quedar afectados.

52.5 Después de valoradas las alegaciones
y observaciones presentadas, el consejero o
consejera de Política Territorial y Obras Públi-
cas, a propuesta de la dirección general compe-
tente en materia de puertos, elevará la propuesta
de resolución al Gobierno de la Generalitat para
su aprobación.

Artículo 53
Revisión

53.1 La formulación y la redacción de la
revisión del Plan de Puertos de Cataluña corres-
ponde al Departamento de Política Territorial
y Obras Públicas, mediante la dirección gene-
ral competente en materia de puertos.

53.2 El texto revisado será sometido a la
tramitación que ha quedado establecida en el
artículo precedente.

Artículo 54
Actualizaciones

54.1 El Departamento de Política Territo-
rial y Obras Públicas, mediante la dirección
general competente en materia de puertos, debe
actualizar, cuando proceda, los estudios y datos
contenidos en el Plan de Puertos de Cataluña.
Estas actualizaciones no tienen carácter de mo-
dificación o revisión del Plan de Puertos de
Cataluña, y no requieren la tramitación prevista
en el artículo 52 de este Reglamento.

54.2 Tienen la consideración de actualiza-
ciones:

a) La actualización de los datos y estudios
incluidos en el Plan de Puertos de Cataluña.

b) La incorporación de las modificaciones
dimanantes de la aprobación de normativa, au-
tonómica, estatal o comunitaria, que afecte a
aspectos incluidos en el Plan de Puertos de Cata-
luña.

c) La modificación, a efectos operativos y de
eficacia, de los indicadores de seguimiento que
se establecen en el Plan de Puertos de Catalu-
ña.

54.3 Las actualizaciones del Plan de Puer-
tos de Cataluña deben realizarse, si procede,
cada cuatro años.

SECCIÓN 2
Ordenación de la zona de servicio portuaria

Artículo 55
Plan de delimitación de la zona de servicio por-
tuaria

55.1 Los proyectos de construcción de un
puerto, dársena o instalación marítima deben
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contener un plan de delimitación de la zona de
servicio portuaria. En el caso de que se trate de
proyectos de ampliación o remodelación, el plan
de delimitación de la zona de servicio portua-
ria debe abarcar la totalidad del ámbito portua-
rio, sustituyendo al anteriormente existente.

55.2 El plan de delimitación de la zona de
servicio portuaria debe definir de manera
precisa su perímetro, con indicación de las co-
rrespondientes coordenadas y detalle de las su-
perficies destinadas a los diferentes usos y ac-
tividades, propias y complementarias, que se
hayan previsto.

55.3 La aprobación definitiva por parte de
los órganos competentes de los proyectos cons-
tructivos lleva implícita la aprobación del plan
de delimitación de la zona de servicio portua-
ria correspondiente.

55.4 Cualquier modificación del plan de
delimitación de la zona de servicio portuaria
debe presentarse a la dirección general compe-
tente en materia de puertos, o a Puertos de la
Generalidad, para su informe y aprobación, si
procede, en los términos previstos en la Ley de
puertos de Cataluña.

55.5 Las zonas exentas de acreditar el IBI,
de acuerdo con lo previsto en el artículo 28.2 de
la Ley de puertos de Cataluña, vienen especi-
ficadas en el correspondiente plan de delimita-
ción de la zona de servicio portuaria, convenien-
temente aprobado.

Artículo 56
Plan especial

De conformidad con lo que prevé el artícu-
lo 37 de la Ley de puertos de Cataluña, el plan
especial que desarrolla el sistema portuario debe
tramitarse y aprobarse de acuerdo con la legis-
lación urbanística para el desarrollo de los sis-
temas urbanísticos generales, con las siguientes
peculiaridades:

1. La iniciativa de redactarlo puede partir de
la corporación municipal o de la administración
portuaria, las cuales también pueden firmar con
carácter previo un convenio de colaboración en
el que se contemplen los parámetros generales
respecto a usos, edificabilidad y volumetrías per-
mitidas, de acuerdo con la ordenación general
vigente y sin interferir en el ejercicio de las com-
petencias portuarias. El convenio debe incluir
también el régimen financiero que se determi-
ne entre las partes firmantes.

2. Aprobado inicialmente el plan especial,
debe darse traslado del mismo al Ministerio de
Medio Ambiente, a fin de que informe en ma-
teria de su competencia en la forma y con los
efectos determinados por la legislación vigen-
te aplicable en materia de costas.

3. Asimismo, debe solicitarse informe a los
departamentos de la Generalidad competentes
en materia de medio ambiente y de pesca, de
acuerdo con lo que prevé el artículo 37.2 de la
Ley de puertos de Cataluña. Si en el plazo de un
mes no se emite el correspondiente informe, se
puede proseguir la tramitación.

4. Con carácter previo a la aprobación defi-
nitiva, el plan debe remitirse a la administración
portuaria competente a fin de que, en un plazo
de dos meses, emita el informe preceptivo y
vinculante en lo referente a los aspectos de su
competencia. El plan especial en ningún caso
puede aprobarse sin que se haya solicitado el
mencionado informe, o si este es desfavorable.

5. El acuerdo de aprobación definitiva debe
notificarse al municipio afectado, a la concesio-
naria o gestor de la instalación portuaria, a la

administración portuaria competente y a la ad-
ministración estatal, y se ha de publicar en el
Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya,
junto con sus normas.

CAPÍTULO 8
Registro de usos del dominio público portuario

Artículo 57
Registro de usos del dominio público portuario

57.1 Dependiendo del Departamento de
Política Territorial y Obras Públicas, se crea el
Registro de usos del dominio público portuario,
en el que se inscriben las concesiones adminis-
trativas sobre las que la Generalidad ostenta
competencias, con indicación de la persona ti-
tular, término municipal, superficie, objeto, pla-
zo de concesión y cánones, así como de las di-
ferentes incidencias que se produzcan durante
la vigencia de la concesión.

57.2 Las certificaciones que, de oficio o a
instancia de parte, se emitan sobre aspectos
contenidos en este Registro tienen efectos pro-
batorios en lo que respecta a la existencia y
contenido del título administrativo.

57.3 El tratamiento y la cesión de los datos
que contiene este Registro, así como todo lo
relativo a las medidas de seguridad y responsa-
bilidades, debe ajustarse a la legislación vigente
sobre ficheros administrativos y tratamiento de
datos personales.

57.4 Estos datos podrán ser utilizados por
las instituciones y organismos de carácter oficial
y por las administraciones públicas con el fin de
elaborar tratamientos estadísticos desglosados
por sexos y edades, de acuerdo con lo estable-
cido por la legislación vigente.

(03.275.132)

DECRETO
259/2003, de 21 de octubre, sobre requisitos mí-
nimos de habitabilidad en los edificios de vivien-
das y de la cédula de habitabilidad.

En el año 1983 la Generalidad de Cataluña
reguló los requisitos mínimos de habitabilidad
que debían reunir los edificios de viviendas me-
diante dos normas: el Decreto 346/1983, de 8 de
julio, y el Decreto 571/1983, de 28 de diciembre.
La novedad que introducían estas normas res-
pecto a las que con anterioridad regulaban la
materia era que ponían acento en que las con-
diciones de habitabilidad de una vivienda debían
regirse por parámetros constructivos y edifica-
torios y no puramente higienicistas.

Como resultado de la entrada en vigor de la
Ley 24/1991, de 29 de noviembre, de la vivien-
da, se introdujeron modificaciones en las exigen-
cias de los decretos mínimos de habitabilidad
antes citados, y se requirió el cumplimiento de
la obligatoriedad de los mínimos establecidos
tanto en las viviendas denominadas libres como
en las acogidas a protección oficial. También se
introdujeron importantes modificaciones en las
superficies de las salas, la zona de ventilación y
de iluminación. La última modificación de esta
normativa tuvo lugar mediante el Decreto 28/
1999, de 9 de febrero, cuyo objetivo era una
agrupación de las normas en solo texto y un
ajuste de las exigencias sobre el número de as-
censores.

La modificación de la regulación de mínimos
que ahora se pretende tiene como principal ob-
jetivo adaptar la tipología de las viviendas, me-
diante fórmulas más flexibles que las tradicio-
nales, a la necesidad que presentan colectivos
como el de jóvenes que no pueden satisfacer sus
necesidades de alojamiento de forma adecua-
da. Asimismo, como mejoras constructivas se
vuelven a aumentar las superficies de ventila-
ción y las de los patios, a los que dan las piezas
principales.

El instrumento mediante el cual se efectúa la
comprobación del cumplimiento de estos requi-
sitos es la cédula de habitabilidad.

La cédula de habitabilidad fue regulada por
primera vez, por la Generalidad de Cataluña el
año 1984, como culminación de un proceso ini-
ciado con el establecimiento de las nuevas pres-
cripciones normativas sobre mínimos de habi-
tabilidad en el año 1983. Su importancia como
un instrumento más de la política de vivienda
ha quedado consagrada en la Ley 24/1991, de 29
de noviembre, de la vivienda, que le otorga el
papel de acreditar, además de la habitabilidad,
la solidez del edificio.

Ahora que se inicia una nueva etapa de exi-
gencias sobre mínimos de habitabilidad y que
la Administración debe continuar velando para
que las viviendas cumplan y sobre todo manten-
gan unas condiciones de habitabilidad dignas,
se hace necesario también establecer una nue-
va regulación de la cédula, introduciendo como
novedad su vigencia temporal, a fin de poten-
ciar el mantenimiento de los edificios en bue-
nas condiciones y la obtención paulatina y pro-
gresiva de este documento para todo el parque
de viviendas. Por último, con el fin de no dismi-
nuir las condiciones de habitabilidad de las vi-
viendas, se prevé que en la cédula conste el
número de personas que se recomienda que
puedan ocupar las viviendas.

El hecho de que ambas normas tengan una
conexión esencial entre ellas hace aconsejable
que su regulación conste en un solo texto nor-
mativo.

Por todo ello, de acuerdo con el dictamen de
la Comisión Jurídica Asesora, a propuesta del
consejero de Política Territorial y Obras Públicas
y de acuerdo con el Gobierno,

DECRETO:

CAPÍTULO I
De los requisitos mínimos de habitabilidad

Artículo 1
Nivel de habitabilidad exigible

1.1 Todas las viviendas de nueva edificación,
las creadas por reconversión de antigua edifica-
ción o las obtenidas como consecuencia de obras
de gran rehabilitación deben tener, como míni-
mo, el nivel de habitabilidad objetiva de vivien-
das de nueva edificación que es el que se defi-
ne en el apartado 2 del anexo 1 de este Decreto.

1.2 El resto de viviendas deben cumplir el
nivel de habitabilidad establecido para las vi-
viendas usadas, definido en el apartado 3 del
anexo 1 de este Decreto.

Artículo 2
Datos a incluir en los proyectos

2.1 En los proyectos de viviendas debe ha-


